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Prólogo


 El encargo del prólogo de un libro siempre es para el mandatario motivo de agradecimiento hacia su autor, por la confianza que deposita en el presentador al encomendarle la primera y más inmediata promoción de su creación. Pero, a la vez, como contacto introductorio con el futuro lector de la obra, la encomienda del preámbulo de un trabajo de investigación supone para quien la elabora la asunción de una tarea de destacada responsabilidad, al aceptar la difusión ponderada del contenido, alcance y valor intrínseco de un trabajo, de suyo siempre arduo y esforzado. Ambos sentimientos se concitan en la autora del presente prólogo: sentido agradecimiento, potenciado por el afecto personal y la admiración profesional profesada hacia los autores; y asumida responsabilidad, por la transcendencia de la solicitud, gustosa e ilusionadamente aceptada.

La obra que el lector tiene entre sus manos constituye el espléndido resultado de la tarea investigadora llevada a cabo por dos brillantes profesionales del Derecho, operadores jurídicos cuya función se ubica en la primera línea de fuego judicial; que, además, son infatigables estudiosos de las materias que tan directamente les atañen, tal y como han demostrado sobradamente en sus numerosas publicaciones previas, todas ellas caracterizadas por el hondo calado de las materias escogidas y la significada profundidad de los planteamientos suscitados y resultados obtenidos. Sin duda, el presente trabajo persiste en la línea de brillantez señalada. Vaya pues, por delante, mi expresiva felicitación a Jaime y a Patricio, a quienes estimo personalmente y, a la vez, admiro por su probada solvencia profesional.

De entrada, el trabajo que da contenido a este libro presenta la peculiaridad de abordar con rigurosidad científica el estudio de una materia cuya consideración y proyección práctica plantea abundantes dudas y numerosas cuestiones controvertidas, básicamente motivadas por la ausencia de claridad en su regulación normativa. En efecto, como los propios autores advierten al inicio de la obra, al tiempo de considerar desde una perspectiva práctica el estudio en profundidad que plantea la vinculación entre la figura del beneficio de justicia gratuita y las costas del procedimiento, la primera circunstancia que al operador jurídico se le representa es la consecuente y —a priori— sólo aparente antítesis conceptual supuestamente consolidada, toda vez que es nota definitoria del beneficio de justicia gratuita la excepcional inexistencia de una obligación de asumir los gastos que integran las costas del procedimiento por parte del beneficiario de la misma, y ello por expresa disposición del artículo 119 de nuestra Norma Fundamental, que contiene el mandato constitucional formulado en el expresado tenor de que «la justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar», en estrecha e incuestionable vinculación con el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 de la CE), pues la inmediata finalidad del precepto contenido en el artículo 119 de la Constitución se localiza en permitir el acceso a la justicia —bien como parte actora o como demandado— a quien acredite carecer de medios suficientes para ello, tratando de esta manera de asegurar que ninguna persona padezca indefensión por encontrarse desabastecida de recursos económicos para entablar un litigio o para defenderse del pleito contra ella dirigido.

Y, desde la anterior consideración, el constituyente ha configurado el derecho al beneficio de justicia gratuita como de necesaria conformación legal en cuanto que tanto su contenido como sus concretas condiciones de ejercicio resultan perfilados por el legislador —en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, y normativa reglamentaria que la desarrolla, tanto en el ámbito estatal como en el autonómico—, ponderando en su regulación los intereses —públicos y privados— concurrentes, así como la específica disponibilidad económica de quienes justifiquen adecuadamente la insuficiencia de medios para hacer valer sus derechos ante los órganos judiciales, a los efectos de que toda persona sin recursos se encuentre exenta de soportar los costes derivados del funcionamiento de la Administración de Justicia, especialmente en lo atinente a la intervención de los profesionales —esencialmente, Letrado y Procurador de los Tribunales— en aquellos supuestos en los que su actuación resulta imprescindible, por ser preceptiva a los efectos de dar cumplimiento al requisito de la postulación (arts. 23 y 31 de la LECiv, y normas procesales concordantes) pues, ciertamente, los gastos generados por la señalada intervención profesional suelen integrar el más destacado montante del importe del proceso que resultaría imposible de afrontar para quien carece de los medios económicos suficientes, aunque no sean éstas las únicas expensas de posible generación a considerar, razón por la cual el artículo 241 de la LECiv genéricamente declara, en su apartado primero, que «salvo lo dispuesto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cada parte pagará los gastos y costas del proceso causados a su instancia en la medida que se vayan produciendo».

La aparente conclusión sucintamente descrita en las líneas precedentes resulta autorizadamente desvirtuada en este estudio que, desde la premisa objetiva servida por una regulación imprecisa y poco clara en muchos de sus extremos, nos permite concluir que el beneficio de justicia gratuita en modo alguno resulta configurado en nuestro ordenamiento como un derecho absoluto, oponible frente a cualquiera y excluyente en todo caso de la obligación de asumir las costas del procedimiento por parte de su beneficiario, pues ya, de entrada, su propia regulación legal posibilita la revisión del reconocimiento del beneficio en el ámbito de los patrones expresamente dispuestos por la misma norma que permitió su concesión, estableciendo a tal efecto un plazo de caducidad; sin que, por otra parte, necesariamente el beneficio de justicia gratuita se otorgue con inicial vocación de abarcar todas y cada una de las secuencias procedimentales previsibles.

Nos encontramos, pues, ante el estudio minucioso de una compleja y plurimatizada relación, que los autores han sabido abordar de manera rigurosa y exhaustiva, revisando todos y cada uno de los planos que la relación provoca, y ofreciendo la luz interpretativa propia del operador jurídico empeñado en disipar, mediante los instrumentos argumentativos que ofrece la jurisprudencia y la doctrina, las dudas exegéticas que se presentan como el resultado necesario de una regulación sin duda deficiente en muchos de sus aspectos. Con tal propósito, el trabajo desarrolla los contenidos siguientes, distribuidos en nueve capítulos.

El Capítulo 1 presenta una aproximación general a la materia objeto de estudio, con expresa revisión del impacto que produce la condena en costas en el ámbito de los supuestos en los que a alguna de las partes litigantes le resulta concedido el beneficio a la justicia gratuita, diferenciando el caso en que el condenado sea el beneficiario, lo sea la contraparte o bien la resolución no contenga expresa imposición de las costas del litigio. Desde la anterior consideración, los tres capítulos subsiguientes se dedican a revisar por extenso y en profundidad cada uno de los tres supuestos señalados.

Así, en el Capítulo 2 se afronta el estudio del supuesto en que las costas resultan impuestas a la parte que no goza del beneficio a la justicia gratuita, con singular consideración de la circunstancia de a quién compete el cobro de las costas cuando el cliente resulta beneficiario, es decir, si al profesional o a su patrocinado, así como la obligación que incumbe al profesional del turno de oficio de devolver las cantidades percibidas de la Administración. En el contexto de cada uno de los supuestos apuntados, los autores realizan un minucioso deslinde de posibles situaciones, ofreciendo en cada caso las específicas conclusiones que su recorrido investigador les permite alcanzar.

En el Capítulo 3 se aborda, con exhaustividad revisoria, la situación en la que las costas procesales resultan impuestas a la parte beneficiaria de la justicia gratuita. En este apartado, tras una completa revisión del régimen general dispuesto en el artículo 36.2 de la LAJG —en cuyo ámbito se considera la cuestión de la procedencia de verificar la tasación de costas, así como la problemática que en el despacho de ejecución se genera a propósito de la inclusión de las costas generadas en el proceso declarativo—, se procede a una consideración en profundidad de la necesaria revisión del beneficio de justicia gratuita ya concedido en el supuesto de que el beneficiario viniera a mejor fortuna en el plazo de los tres años siguientes a la terminación del proceso.

El Capítulo 4 considera los supuestos de sentencia sin expreso pronunciamiento en costas y, partiendo de la previsión legal, se cuestiona su aplicabilidad a todas las situaciones de justicia gratuita, tanto por razón del origen del derecho obtenido como por razón de la tipología del acto o resolución que pone fin al proceso, considerando asimismo la circunstancia del cobro de los honorarios y derechos por parte de los profesionales intervinientes por la parte beneficiaria.

Concluida la revisión de los posibles supuestos en la primera instancia, en el Capítulo 5 se contiene un detallado estudio de las costas en la alzada, atendiendo a la situación específica de los gastos del procedimiento en la apelación cuándo el beneficio a la justicia gratuita únicamente consta reconocido en la segunda instancia. Aquí, al planteamiento general de la situación le sigue una completa exposición de las posiciones jurisprudenciales enfrentadas, contraria una de ellas y favorable la otra a la retroactividad, que concluye con la fundada manifestación de la posición asumida por los autores ante la polémica expresada.

Cumpliendo fielmente con el compromiso de ofrecer una exposición exhaustiva de todos los planos y vertientes posibles que el tratamiento del tema permite, en el Capítulo 6 se consideran las costas de la ejecución posterior frente al beneficiario del derecho, siguiendo el planteamiento ya aplicado en el capítulo precedente, de ofrecer un completo panorama de las posturas jurisprudenciales controvertidas, centradas en las tesis contrapuestas que defienden bien la posición del ejecutado o la del ejecutante en función de quién se considere que deba asumir las costas generales de la ejecución, para concluir con una fundada toma de posición por parte de los autores ante la polémica existente.

En el Capítulo 7 se realiza un completo análisis de las partidas incluibles en las costas de los juicios sobre delitos leves, con especial consideración de la intervención del Procurador de los Tribunales, y comprensivo de un examen detallado de las diversas posturas concurrentes en orden a la inclusión en las costas del coste de los profesionales intervinientes, en función de la pena —bien multa, cuyo límite máximo sea de seis meses o, en su caso, de menos tiempo, o bien otra pena diversa— que el delito en cuestión lleve aparejada, así como la revisión de las consecuencias derivadas de la determinación del domicilio y una consideración final acerca de las costas en la apelación.

A modo de cierre, en los Capítulo 8 a 11 se recoge la revisión de concretas cuestiones prácticas tales como las costas en los supuestos de «litis expensas» —de conformidad con la previsión contenida en el artículo 36.4 de la LAJG—, el artículo 31 de la Ley 1/1996 y el alcance temporal del beneficio de justicia gratuita, el supuesto de sucesión procesal por fallecimiento del beneficiario y la repercusión respecto de los sucesores. También se estudia en estos capítulos «la revocación del derecho a la asistencia jurídica gratuita por la actuación procesal del beneficiario» y a «la aplicación del artículo 32.5 de la LECiv y el concepto de "lugar distinto a aquel en que se ha tramitado el juicio"», en los que se aborda, por una parte, la detenida consideración del artículo 19 de la LAJG en el que se prevé un supuesto de revocación del beneficio de justicia gratuita que tiene su causa en la propia actuación de la parte beneficiaria en la que pudiera apreciarse por parte del juzgador abuso de derecho, temeridad, mala fe o fraude de ley en el ejercicio de su pretensión y, por otra, el ámbito aplicativo del artículo 32.5 de la LECiv y el concepto de «lugar distinto a aquél en que se ha tramitado el juicio», con propuesta de lege ferenda del precepto en la que se propone la adopción del criterio de «complejidad de la pretensión ejercitada» para resolver sobre la inclusión o no en la tasación de los costes derivados de la intervención de profesionales.

Finalmente, el Capítulo 12 contiene las conclusiones generales de la obra que los autores exponen con meridiana claridad tras el minucioso estudio realizado.

El estudio se clausura con una tabla, comprensiva de la más esencial normativa aplicable, una completa reseña bibliográfica del material consultado y la aportación de específicos modelos de utilidad sobre la materia que, sin duda, agilizarán la tarea de los profesionales que consulten la obra.

El resultado final del trabajo realizado nos ofrece una monografía que agota por completo el estudio de todos los campos sobre los que se proyecta una materia que hasta la fecha no se había presentado sistematizada, y en la que los autores no se limitan a plantear las cuestiones que la investigación del tema les suscita sino que, además, con destacado rigor y encomiable solidez argumentativa, tras un estricto análisis de la norma y de la jurisprudencia que la interpreta, aportan soluciones posibles a aplicar en todas las cuestiones controvertidas con las que se encuentran, con el propósito de ofrecer al práctico del Derecho una herramienta útil en el ejercicio de su quehacer profesional.

No me resta más que felicitar nuevamente a los autores de este libro por el fruto de su trabajo, animándoles a persistir en las tareas de investigación sobre futuros temas que el devenir de su función como Letrados de la Administración de Justicia sin duda seguirá planteándoles, desde el absoluto convencimiento de que cualquier reto que al respecto se propongan culminará con el mismo éxito que éste. Y al lector, cuyo criterio alberga, a último, el juicio final sobre este libro, deseo que, como yo, disfrute de su lectura, descubriendo aspectos y posibilidades inéditas sobre una materia, de singular transcendencia práctica, en la que parecía estar todo dicho, pero sobre la cual todavía queda mucho por aclarar y resolver, singularmente por parte del legislador.

En Valencia, a 22 de septiembre de 2019

Carolina del Carmen Castillo Martínez

Magistrado-juez titular del Juzgado de Instancia n.o 4 de Castellón

Doctora en Derecho

Profesora Titular de Derecho Civil (excedente)

Profesora Asociada de Derecho Civil. Universitat de València

Académica de número de la Real Academia Valenciana de Jurisprudencia y Legislación






Introducción de los autores


 Este libro es fruto del trabajo que realizamos para preparar el «Seminario sobre Justicia Gratuita y Costas» organizado por la sección del Turno de Oficio del Ilustre Colegio de Abogados de Valencia y que fue impartido en la sede de dicha institución el pasado 11 de junio de 2018 (1) , ya que esa formación nos proporcionó la ocasión de profundizar en el estudio de una materia que presenta bastantes dudas y cuestiones controvertidas en su aplicación, sobre todo debido a la falta de claridad en su regulación.

Y es que a la hora de abordar desde una perspectiva práctica el estudio de la relación que existe entre el beneficio de la justicia gratuita y las costas lo primero que destaca y llama poderosamente la atención es que difícilmente pueden existir en el ámbito del derecho procesal dos conceptos que aparentemente sean más antitéticos u opuestos, pues precisamente una de las notas más características o definitorias del llamado beneficio de justicia gratuita, reconocido expresamente en el artículo 119 de la Constitución (que proclama: «la justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar») es la de la ausencia de la obligación de asumir las costas del procedimiento por parte de quien pleitea con dicho beneficio.

Precisamente el fundamento o razón de ser de ese derecho a la justicia gratuita, de base constitucional (2) , radica en la idea de que, en determinados supuestos (cuando lo disponga la ley o se acredite la insuficiencia de recursos) quien acude a la Administración de Justicia para hacer valer sus derechos o pretensiones no tenga que soportar los costes inherentes al funcionamiento de dicha Administración, sobre todo por lo que atañe a la intervención a través de profesionales (abogado, procurador o graduado social) cuando su actuación resulta preceptiva (23 y 31 LEC y concordantes en las demás normas procesales) pues dicha intervención suele representar el gasto más relevante y significativo a estos efectos hasta el punto que haría inviable en muchas ocasiones impetrar el auxilio de la Justicia para quien carece de recurso y medios económicos suficientes.

Por lo tanto, la idea primigenia que parece desprenderse al acercarse a la relación o juego que se da entre ambos conceptos —justicia gratuita y costas— sería la de que quien goza del beneficio no tendría por qué asumir en ningún caso las costas del procedimiento, entendidas en sentido amplio, no solo las que conlleve la intervención a través de profesionales para cumplir con el requisito de postulación, sino todos aquellos gastos necesarios para el normal desarrollo y desenvolvimiento del procedimiento en la línea de los apuntados y recogidos por el artículo 241 de la LEC, que dispone precisamente en su apartado primero que «salvo lo dispuesto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cada parte pagará los gastos y costas del proceso causados a su instancia a medida que se vayan produciendo».

Ahora bien, nada más lejos de la realidad, y es que lo cierto es que se trata de una relación compleja y con muchos matices y claroscuros, como se pretende exponer en este trabajo, pues el beneficio de justicia gratuita no es un derecho absoluto y erga omnes que excluya siempre y en todo caso la obligación del interesado de asumir las costas del procedimiento. Así, por ejemplo, cabe la posibilidad de que ese derecho sea revisado dentro de los parámetros que establece la propia ley que permitió su concesión, normalmente fijando un determinado plazo de caducidad a tales efectos. También puede ocurrir que el derecho no alcance a todas las fases o momentos del procedimiento, lo que tiene especial incidencia en el caso de los recursos o la ejecución tras la condena. Y finalmente también hay que abordar el fenómeno desde la óptica de la parte contraria, que puede no gozar de ese beneficio.

En definitiva, que al estudiar la materia con mayor profundidad surgen toda una serie de cuestiones de índole eminentemente práctica que se complican en buena medida porque la Ley que está llamada a regular estas cuestiones, Ley 1/96, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita (LAJG), y la normativa reglamentaria que la desarrolla, tanto a nivel estatal como autonómico, en muchas ocasiones no resultan lo suficientemente claras o precisas que sería deseable, lo que obliga al operador jurídico a acudir a la jurisprudencia y la doctrina para intentar colmar esas lagunas o dudas interpretativas, siendo además que incluso sobre algunos aspectos o puntos existen interpretaciones contradictorias o discrepantes sostenidas por la denominada jurisprudencia «menor» de las Audiencias Provinciales.

El objetivo de estas líneas pasa precisamente por centrarse en algunos de los interrogantes y dudas prácticas que ofrece esta interesante materia procesal que en muchas ocasiones está sujeta a interpretaciones abiertas o alternativas. Esperamos sinceramente que la recopilación de cuestiones prácticas efectuada sea de utilidad al amable lector de estas líneas, pues de ser así se habrá complido plenamente el fin para el que acometimos su redacción.

En Valencia y Picassent, agosto de 2019
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	Nuestro agradecimiento a D. Javier García Bayo, compañero, y a la abogada Dª Elena Diago Esteve por ofrecernos la oportunidad de participar en dicha actividad. Y a Dª María López Laso, ex secretaría de la CAGJ de la provincia de Valencia por la valiosa información facilitada respecto al funcionamiento de dicho órgano administrativo.
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	 (2) 

	Como recuerda el Auto de 6 de abril de 2017 de la sección 19ª de la Audiencia Provincial de Barcelona «la sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de octubre de 2003, de modo expresivo relaciona el derecho a la asistencia jurídica gratuita de quienes carecen de recursos económicos para litigar (art. 119 CE) y el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) pues "su finalidad inmediata radica en permitir el acceso a la justicia, para interponer pretensiones u oponerse a ellas, a quienes no tienen medios económicos suficientes para ello y, más ampliamente, trata de asegurar que ninguna persona quede procesalmente indefensa por carecer de recursos para litigar". Hasta tal punto llega el Intérprete Supremo de la Constitución que configura aquel derecho como "prestacional y de configuración legal", en cuanto su contenido y concretas condiciones de ejercicio son delimitados por el Legislador atendiendo a los intereses públicos y privados implicados y a las concretas disponibilidades presupuestarias para quienes acrediten insuficiencia de recursos económicos para litigar (así sentencias del Tribunal Constitucional 16/1994, de 20 de enero y 117/1998, de 2 de junio)».
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Nota a la segunda edición


 Los motivos que nos han llevado a proponer a la Editorial Wolters Kluwer la conveniencia de impulsar la segunda edición de esta obra son diversos.

En primer lugar, se han producido una serie de novedades a nivel normativo que han impactado directamente en la materia objeto de estudio. Concretamente destaca a este respecto la aprobación el pasado 9 de marzo de 2021 del nuevo Reglamento de asistencia jurídica gratuita a nivel nacional, pero también ha tenido lugar la modificación de algunas otras normas a nivel autonómico como, por ejemplo, el nuevo Reglamento de asistencia jurídica gratuita aprobado en la Comunidad Valenciana por el Decreto 175/21 de 29 de octubre o el Decreto Foral 104/21, de 1 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita Aplicable en la Comunidad Foral de Navarra. Aunque se trata de modificaciones menores que no afectan a la esencia de la materia regulada, que sigue obedeciendo a los mismos principios, sí hemos considerado que podría resultar de interés realizar una referencia directa a la nueva regulación a fin de facilitar su localización al lector.

En segundo lugar, los casi tres años transcurridos desde la publicación de la primera edición (pandemia mediante) nos han permitido recoger en esta segunda entrega las principales novedades jurisprudenciales generadas durante ese período de tiempo, de manera que en esta nueva edición se alude a las más recientes resoluciones judiciales recaídas en la materia entre finales de 2019 hasta el presente año 2022.

En tercer lugar, en fin, hemos querido aprovechar la ocasión que se nos ha brindado desde la Editorial para incluir en este trabajo una serie de incisos, explicaciones adicionales y acotaciones a algunos de los puntos tratados a lo largo de la obra. Y, al propio tiempo, corregir alguna pequeña errata que se había colado en la publicación inicial.

En definitiva, no se trata de grandes novedades, pero sí que consideramos que, sumadas todas ellas, justifican sobradamente el acudir a esta segunda edición.

Es cierto que hemos albergado dudas sobre la oportunidad de lanzar ya esta nueva entrega al plantearse en el horizonte varias reformas legales que podrían llegar a afectar al tratamiento de las costas y el beneficio de justicia gratuita. Pero tras analizar detenidamente el contenido de los proyectos de Ley que actualmente se están tramitando ante las Cortes Generales estimamos que las posibles modificaciones no tienen la relevancia suficiente como para demorar esta nueva publicación.

Y es que, por lo que atañe al proyecto de Ley de Eficiencia Organizativa, la única referencia a la materia es la posibilidad de presentar la solicitud en la Oficina Judicial Municipal.

Y por lo que se refiere al proyecto de Ley de medidas de eficiencia procesal del Sistema Público de Justicia, la principal novedad sería la siguiente, si finalmente sale adelante:


La Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, queda modificada como sigue: Único. Se añade un nuevo apartado 11 al artículo 6 con la siguiente redacción:

«11. Los honorarios de los abogados que hubieren asistido a las partes, cuando acudir a los medios adecuados de solución de controversias sea presupuesto procesal para la admisión de la demanda, resulte de la derivación judicial acordada por los jueces, juezas, los tribunales, los letrados o las letradas de la Administración de Justicia o sea solicitada por las partes en cualquier momento del procedimiento, siempre que tal intervención de los abogados sea legalmente preceptiva o cuando, no siéndolo, su designación sea necesaria para garantizar la igualdad de las partes.»



Aunque también hay otros puntos de interés, como la no necesidad de otorgar poder en caso de designación de los profesionales por la justicia gratuita; o la reforma del artículo 32.5 de la LEC, que pasa a hablar de partido judicial y añade lo siguiente:

«En el caso en el que, pese a no ser preceptiva la intervención de abogado o abogada ni de procurador o procuradora, el consumidor opte por valerse de estos profesionales para interponer demanda tras haber formulado una reclamación extrajudicial previa, en la tasación de costas se incluirá la cuenta del procurador y la minuta del abogado, en este último caso sin el límite establecido en el artículo 394.3 de esta ley.»


En definitiva, esas reformas podrían resumirse en la idea clave la mediación como incentivo negativo en materia de imposición de costas, de manera que si la parte vencedora del pleito no acude a los medios adecuados de solución de conflictos (MASC), se verá perjudicada al constituir un criterio informador para su imposición.

Pero no son reformas que afecten directamente a la esencia de la relación entre los conceptos de justicia gratuita y costas, que no se ve alterada, razón por la que hemos considerado que no concurre ningún impedimento para lanzar a la imprenta esta nueva edición.

Finalmente, queremos agradecer sinceramente las buenas críticas que hemos recibido respecto a la primera edición por parte de compañeros y juristas a quienes apreciamos y admiramos. El mayor elogio que hemos recibido ha sido el de considerar que se trata de un trabajo eminentemente práctico, que puede facilitar el desempeño profesional de los lectores. Y es que consideramos que, para una obra jurídica de esta índole, modesta en su concepción y ejecución, no puede haber mayor reconocimiento ni mérito.

Los autores

En València y Picassent.

Septiembre de 2022







Capítulo 1 Aproximación general a la materia de estudio: el impacto de la condena en costas en los supuestos de justicia gratuita


 1.  Planteamiento: impacto de la condena en costas. Sistema vigente de imposición de las costas

La principal cuestión que suscita esta materia es lógicamente la de determinar en qué medida se ve afectado y modulado el régimen de condena en costas que establece y consagra en nuestro ordenamiento jurídico procesal civil la LEC en los artículos 394 y siguientes, cuando alguna de las partes, demandante o demandada, goza del beneficio de justicia gratuita, es decir, qué repercusiones tiene esa circunstancia y cómo hay que proceder en esos casos.

Como es sabido, en nuestro ordenamiento jurídico civil el régimen de la condena en costas se basa en el denominado «principio de vencimiento objetivo», principio este que por el contrario no se sigue estrictamente en el orden penal, de manera que las costas se imponen como regla general a la parte que ve desestimadas totalmente sus pretensiones, salvo que excepcionalmente el juzgador decida no imponerlas por concurrir serias dudas de hecho o de derecho en el caso concreto enjuiciado, en cuyo supuesto cada parte tendrá que asumir las causadas a su instancia y las comunes por mitad. Solución que también se aplica en el supuesto de estimación parcial de la pretensión salvo que en la resolución dictada se aprecie temeridad en alguna de las partes.

La sentencia de 26 de noviembre de 2009 de la sección 19 de la Audiencia Provincial de Madrid (rollo de apelación n.o 646/2009) resume con gran precisión el sistema vigente en materia de costas en los siguientes términos:


«En relación con la no condena en costas; como es conocido, en interpretación del art. 398 y 394 LEC, el criterio general aquí aplicable en materia de costas se basa fundamentalmente en dos principios: el del vencimiento objetivo y el de la distribución, también llamado compensación —aunque no es estrictamente tal—, que tiene carácter complementario para integrar el sistema.

El primero, se fundamenta en que la necesidad de servirse del proceso para obtener la razón no debe volverse en contra de quien tiene la razón, y opera cuando las pretensiones hubieren sido totalmente rechazadas —vencimiento total—. Debiendo entenderse la expresión pretensión, no en sentido técnico, sino en el amplio comprensivo también del planteamiento opositor, lo que implica la exigencia de observar el precepto en el caso de estimación total de la demanda, que se corresponde con la desestimación total de la oposición.

El principio de distribución integra el sistema en el caso de que la estimación o desestimación fueren parciales, y no ser aplicable, por consiguiente, el principio de vencimiento objetivo, por su exigencia de totalidad.

El sistema se completa mediante dos pautas limitativas. La primera afecta al principio del vencimiento, y consiste en la posibilidad de excluir la condena cuando concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su no imposición (lo que en régimen del artículo 394 de la LEC de 2000 tiene lugar cuando el caso presente serias dudas de hecho o de derecho). Su acogimiento transforma el sistema del vencimiento puro en vencimiento atenuado. La segunda pauta afecta al principio de la distribución, permitiendo que se impongan las costas a una de las partes (se discute si ha de ser total, o cabe hacerlo proporcionalmente, con opinión mayoritaria favorable a la segunda solución), cuando hubiese méritos para imponerlas por haber litigado con temeridad.

Por otro lado, la doctrina de los Tribunales, con evidente inspiración en la "ratio" del precepto relativo al vencimiento, en la equidad, como regla de ponderación a observar en la aplicación de las normas de ordenamiento jurídico, y en poderosas razones prácticas, complementa el sistema con la denominada doctrina de la "estimación sustancial" de la demanda, que, si en teoría se podría sintetizar en la existencia de un "cuasivencimiento", por operar únicamente cuando hay una leve diferencia entre lo pedido y lo obtenido, en la práctica es de especial utilidad en los supuestos que se ejercitan acciones resarcitorias de daños y perjuicios en los que la fijación del "quantum" es de difícil concreción y gran relatividad, de modo que, por mor de la misma, resulta oportuno un cálculo "a priori" ponderado y aproximado, con lo que se evitan oposiciones razonables por ser desproporcionadas las peticiones efectuadas, y además se centra la reclamación en relación al "valor" del momento en que se formula, dejando la previsión de la actualización respecto del momento de su efectividad, a la operatividad de la modalidad que se elija de las varias que en la práctica son posibles.»



Es decir, que en la práctica la jurisprudencia ha equiparado el vencimiento objetivo a lo que se ha denominado «estimación sustancial de la demanda», que puede conllevar que se desestimen aspectos accesorios del petitum, pero acogiendo lo esencial. Por ejemplo, la sentencia de 21 de marzo de 2019 de la sección 13 de la Audiencia Provincial de Barcelona (ROJ: SAP B 2453/2019 - ECLI:ES:APB:2019:2453) señala a este respecto que en:

«…la Sentencia de 21 de octubre del 2.003, declara que "para la aplicación del principio general del vencimiento ha de considerarse que el ajuste del fallo a lo pedido no ha de ser literal sino sustancial, de modo que, si se entendiera que la desviación en aspectos meramente accesorios debería excluir la condena en costas, ello sería contrario a la equidad, como justicia del caso concreto, al determinar que tuvo necesidad de pagar una parte de las costas quién se vio obligado a seguir un proceso para ser realizado su derecho".»


Y más recientemente, la STS de 20.7.2011 declara:

«Además, esta Sala tiene declarado que el principio del vencimiento a que se acoge el artículo 523 de la Ley de Enjuiciamiento Civil —hoy el 394 de la nueva Ley— se completa por los tribunales, con evidente inspiración en la razón del precepto —que es la equidad, como regla de ponderación que debe observarse en la aplicación de las normas del Ordenamiento jurídico— y en poderosas razones prácticas, con la doctrina según la cual es procedente la imposición de costas en casos de estimación sustancial de la demanda (sentencias de 14 de marzo de 2003, 17 de julio de 2003, 24 de enero de 2005, 26 de abril de 2005, 6 y 9 de junio de 2006, y 9 de julio de 2007); situación que está presente en el caso pues el extremo a que se refiere la desestimación es mínimo en relación con las pretensiones de la demanda que han sido estimadas.»


Por su parte el TJUE en sentencia de 16 de julio de 2020, en materia de consumidores, nos lleva a considerar que aun en caso de estimación parcial de la demanda, por cuanto no se estime en su totalidad las cantidades pretendidas, las costas deben ser impuestas al empresario que ha visto sustancialmente desestimada su demanda, dice así:

«La Directiva 93/13 reconoce al consumidor el derecho de acudir a un juez para que se declare el carácter abusivo de una cláusula contractual y para que se deje sin aplicar. Pues bien, condicionar el resultado de la distribución de las costas de un procedimiento de esa índole únicamente a las cantidades indebidamente pagadas y cuya restitución se ordena puede disuadir al consumidor de ejercer tal derecho debido a los costes que implica una acción judicial (véase, en este sentido, la sentencia de 13 de septiembre de 2018, Profi Credit Polska, C-176/17, EU:C:2018:711, apartado 69). 99 Habida cuenta del conjunto de las anteriores consideraciones, procede responder a la duodécima cuestión prejudicial planteada en el asunto C-224/19 que el artículo 6, apartado 1, y el artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13, así como el principio de efectividad, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a un régimen que permite que el consumidor cargue con una parte de las costas procesales en función del importe de las cantidades indebidamente pagadas que le son restituidas a raíz de la declaración de la nulidad de una cláusula contractual por tener carácter abusivo, dado que tal régimen crea un obstáculo significativo que puede disuadir a los consumidores de ejercer el derecho, conferido por la Directiva 93/13, a un control judicial efectivo del carácter potencialmente abusivo de cláusulas contractuales.»


Ahora bien, precisamente este principio clásico del proceso civil ha sido discutido en los últimos tiempos, habiéndose llegado a tramitar en el Congreso de los Diputados una iniciativa propuesta por el PSOE en septiembre de 2017 para modificar ese sistema, concretamente la Proposición de Ley de reforma de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, en materia de costas del proceso (122/000128), y que, en esencia, postulaba modificar el sistema clásico del vencimiento objetivo para que las costas se impusieran únicamente si la parte vencida había actuado con temeridad o mala fe, y así lo declarase expresamente el juzgador en la resolución dictada. Es decir, que con este sistema alternativo como regla general cada parte tendría que asumir sus propias costas salvo que se den esas circunstancias excepcionales, que no parece que vaya a ser el supuesto general ni habitual.

La proposición de Ley inicialmente publicada en el Boletín Oficial del Congreso, en la XXII legislatura, justificaba dicha reforma en su exposición de motivos de la siguiente forma:

«…que el temor a la condena en costas disuade en muchas ocasiones el ejercicio del derecho de acceso al proceso para solicitar el restablecimiento de derechos que se entienden vulnerados, conociendo que en la resolución del caso concreto intervienen muchas variables que no dependen exclusivamente de quien demanda la justicia que cree vulnerada." Y por ello se proponía modular el sistema vigente dado que "… se considera aconsejable introducir más elementos para determinar que no basta el vencimiento, sino que a él debe añadirse la necesidad de que la parte vencida haya actuado de manera dolosa o culposa es decir con mala fe o temeridad principio que haría que la materia guardara una mayor relación con las previsiones del artículo 1902 del Código Civil y así el que por acción u omisión temeraria o dolosa ocasiona el litigio, si es vencido debe abonar las costas tanto si la postura es de derecho material, como de uso del derecho procesal, dejando claro que en ningún caso puede existir temeridad o mala fe cuando la discordancia se refiere a diferente interpretación por la existencia de dudas de hecho o de derecho, que el Tribunal sentenciador debe apreciar, tanto este extremo como la concurrencia de mala fe o temeridad.»


Los argumentos a favor del cambio son los que recoge la propia proposición de ley presentada, esto es, el entendimiento de que el actual sistema puede llegar a disuadir al justiciable de acudir a la Administración de Justicia para ejercer sus derechos ante el riesgo de tener que asumir las costas si ve rechazada su pretensión, por lo que se considera necesario añadir un plus para su imposición consistente en que el Juez valore su conducta de tal forma que únicamente se le impondrán si ha actuado de forma temeraria o con mala fe, quedando en otro caso libre de asumir dicha obligación.

Frente a ello está el sistema clásico, que se basa como se ha expuesto en que quien pierde en el asunto debe asumir las costas, es decir, un criterio objetivo y aséptico porque atiende de forma exclusiva y neutral al resultado del litigio plasmado en la sentencia o resolución dictada. Los defensores de este sistema clásico alegan que el cambio que se pretende introducir produciría el efecto rebote de incrementar la litigiosidad, pues precisamente el factor de tener que asumir las costas si se pierde evita que se interponga pleitos innecesarios e infundados que sí se acabarían presentándose si el interesado sabe de antemano que no va a tener que pagar las costas del contario, aunque vea rechazada su pretensión.

De todas formas, esta propuesta de reforma, que generó en su día una considerable polémica y discusión en el ámbito jurídico, no ha prosperado hasta la fecha. Si bien sí es significativo que en un principio contó con el apoyo de todos los grupos políticos menos Unidos-Podemos, por lo que no es descartable ni mucho menos que pueda retomarse más adelante y en otro contexto político (1) .

Ahora bien, dicha propuesta no ha sido la única iniciativa para reformar el actual sistema de imposición de costas, pues actualmente se encuentra en tramitación el Proyecto de Ley de medidas de eficiencia procesal del sistema público de justicia, que también pretende reformar el régimen general de imposición de costas vinculándolo al uso de los que denomina medios adecuados o alternativos de solución de conflictos (MASC), sancionando con la privación de las costas a aquella parte que no haga uso de los mismos cuando resulte legalmente preceptivo. Concretamente, se pretende incluir el siguiente párrafo en el artículo 394 LEC:

«No obstante, cuando la participación en un medio de solución de conflictos sea legalmente preceptiva, o se hubiere acordado, previa conformidad de las partes, por el juez, la jueza o el tribunal o el letrado o la letrada de la Administración de Justicia durante el curso del proceso, no habrá pronunciamiento de costas a favor de aquella parte que hubiere rehusado expresamente o por actos concluyentes, y sin justa causa, participar en un medio adecuado de solución de controversias al que hubiese sido efectivamente convocado.»


Ahora bien, en tanto alguna de esas iniciativas reformadores no salga adelante, lo cierto es que sigue vigente en nuestro ordenamiento jurídico el sistema clásico de vencimiento objetivo, de forma que se impone analizar los efectos que la declaración del beneficio de justicia de alguna o de todas las partes pueda tener en relación con la imposición de las costas procesales.

2.  Supuestos y principales cuestiones discutidas

En concreto las principales situaciones que pueden producirse cuando alguna de las partes del pleito es titular del beneficio de justicia gratuita son las siguientes:

2.1.  Que las costas del procedimiento se impongan a la parte que no goza del beneficio de justicia gratuita

Se trata de la previsión del artículo 36.1 de la LAJG cuando señala que «deberá la parte contraria abonar las costas causadas en la defensa y representación de aquélla».

Por lo tanto, en este supuesto habrá que proceder a practicar la tasación de costas en la forma legalmente prevista, esto es, conforme a lo dispuesto en los artículos 241 y siguientes de la LEC y el condenado en costas deberá abonarlas dentro del plazo legalmente previsto (548 LEC), procediéndose en otro caso a su exacción por la vía de apremio en el correspondiente procedimiento de ejecución para lograr el cobro de la cantidad fijada por tal concepto, siendo el decreto de aprobación de las costas el título ejecutivo habilitante a tal fin (517.2.9º LEC).

Pero partiendo de lo anterior se plantean algunos puntos que generan cierta controversia sobre cómo proceder en estos supuestos, como por ejemplo la cuestión relativa a quién es en realidad el titular de dichas costas y quién está facultado para cobrarlas: si el beneficiario del derecho de justicia gratuita o los profesionales que han actuado en el procedimiento.

Sobre este punto, al que se dedicará un capítulo específico, puede adelantarse ya que la postura mayoritaria entiende que se trataría de un crédito de los propios profesionales, no de la parte a la que han defendido y representado, lo que constituye una excepción al principio general de que las costas son un crédito de la parte. En este sentido puede citarse el Auto de 28 de septiembre de 2016 de la sección 2ª de la Audiencia Provincial de Lleida (Roj: AAP L 179/2016 - ECLI: ES:APL:2016:179A. Id Cendoj: 25120370022016200060, N.o de Recurso: 457/2016, N.o de Resolución: 143/2016, Ponente: Ana Cristina Sainz Pereda) que es contundente cuando reconoce que se trata de un «derecho autónomo» de los profesionales para el percibo de las costas al destacar que:

«En efecto, la regla general imperante en la materia es que el titular del derecho a percibir el crédito que comportan las costas es la parte, el litigante, y no los profesionales que intervienen en su representación y defensa. Ahora bien, este planteamiento inicial parte de la base de que la relación profesional entre el litigante y su abogado y procurador deriva de la existencia de un contrato de arrendamiento de servicios, en base al cual habrán de satisfacerse sus honorarios, de modo que la situación es bien distinta cuando los profesionales no actúan en virtud de este tipo de contrato sino por designación de la Administración pública, a fin de garantizar la efectividad del derecho fundamental de defensa proclamado en el art. 24 CE. En estos supuestos, cuando la intervención de los profesionales trae causa del reconocimiento a la asistencia jurídica gratuita entra en juego lo previsto en el art. 36-1 LAJG según el cual, en caso de pronunciamiento sobre costas a favor del litigante que obtuvo el reconocimiento de dicho derecho, deberá la parte contraria abonar las costas causadas en la defensa y representación de aquélla, de modo que, como dice el Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, sec. 12, de 8-7-2012, los profesionales intervinientes pasan a ostentar un derecho autónomo al percibo de las costas, reconocido en el art. 36-1, que les permite reclamar para sí las costas, ejerciendo en lugar de su patrocinado el derecho a las costas a éste reconocido, instando incluso la tasación y exacción de las costas en el proceso mismo.»


Esta configuración de la naturaleza de las costas ganadas a favor del beneficiario de la justicia gratuita es el elemento que justifica que en estos concretos casos el mandamiento de devolución expedido o la transferencia realizada por las costas pueda ir directamente a nombre de los profesionales actuantes, y no de la parte litigante, a diferencia de lo que sucede como regla general en los que se impone que la orden de pago vaya a nombre de la propia parte beneficiaria (2) . Ahora bien, no faltan algunas resoluciones aisladas que, a pesar de dicha especialidad, consideran que el derecho a cobrar las costas seguiría siendo de la propia parte litigante con las implicaciones que ello conlleva y que se verán en el capítulo correspondiente.

Otro aspecto de interés respecto a esta primera posibilidad atañe a la eventual devolución de las cantidades percibidas por los profesionales con cargo al erario público si llegaran a cobrar el importe de las costas, tal y como prevé el artículo 36.5 de la LEC al disponer que «obtenido el pago por los profesionales designados de oficio conforme a las reglas contempladas en los apartados anteriores, estarán obligados a devolver las cantidades eventualmente percibidas con cargo a fondos públicos por su intervención en el proceso». A cuyo efecto, aunque no esté legalmente previsto, resulta aconsejable que el órgano judicial comunique a los Colegios Profesionales respectivos de abogados y procuradores que se ha producido dicho cobro directo por los profesionales actuantes en el procedimiento a fin y efecto de que dichos organismos puedan verificar la restitución de las cantidades percibidas en su momento con cargo al turno de oficio.

2.2.  Que las costas se impongan a la parte que sí goza del beneficio de justicia gratuita

En este supuesto el artículo 394.3 in fin de la LEC señala que:

«…cuando el condenado en costas sea titular del derecho de asistencia jurídica gratuita, éste únicamente estará obligado a pagar las costas causadas en defensa de la parte contraria en los casos expresamente señalados en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.»


Previsión que desarrolla concretamente el artículo 36.2 de la LAGJ estableciendo lo siguiente:

«2. Cuando en la resolución que ponga fin al proceso fuera condenado en costas quien hubiera obtenido el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita o quien lo tuviera legalmente reconocido, éste quedará obligado a pagar las causadas en su defensa y las de la parte contraria, si dentro de los tres años siguientes a la terminación del proceso viniere a mejor fortuna, quedando mientras tanto interrumpida la prescripción del artículo 1.967 del Código Civil. Se presume que ha venido a mejor fortuna cuando sus ingresos y recursos económicos por todos los conceptos superen el doble del módulo previsto en el artículo 3, o si se hubieran alterado sustancialmente las circunstancias y condiciones tenidas en cuenta para reconocer el derecho conforme a la presente Ley. Le corresponderá a la Comisión la declaración de si el beneficiario ha venido a mejor fortuna conforme a lo dispuesto en el artículo 19, pudiendo ser impugnada la resolución que dicte en la forma prevista en el artículo 20.»


Por lo tanto, en este supuesto resulta fundamental la posible revisión del beneficio de justicia gratuita inicialmente concedido para apreciar si el interesado ha venido a mejor fortuna ya que en ese caso sí que vendrá obligado a su abono, cuestión que se abordará detalladamente en el capítulo correspondiente.

En cualquier caso, este es el efecto más relevante del beneficio de justicia gratuita, ya que exime al condenado del pago de las costas, lo que hay que entender como una garantía para que el mismo no se vea desincentivado a la hora de acudir ante la Administración de Justicia, ya que de otra forma la perspectiva de tener que asumir las costas de la parte contraria si ve desestimada su pretensión podría producir ese efecto para el interesado.

2.3.  Que no haya condena en cosas para ninguna de las partes

Es el supuesto del artículo 36.3 de la LAJG cuando señala que:

«…cuando la sentencia que ponga fin al proceso no contenga expreso pronunciamiento en costas, venciendo en el pleito el beneficiario de la justicia gratuita, deberá éste pagar las costas causadas en su defensa, siempre que no excedan de la tercera parte de lo que en él haya obtenido. Si excedieren se reducirán a lo que importe dicha tercera parte, atendiéndose a prorrata sus diversas partidas.»


Se trata de una solución lógica si se tiene en cuenta que la asunción de las costas del proceso debe tener carácter excepcional y subsidiario, de manera que, si el beneficiario del derecho ha obtenido un rendimiento económico al ganar el procedimiento, deberá pechar con las costas de los profesionales que le han defendido y representado, si bien con la limitación del tercio sobre el beneficio obtenido. Las dudas se plantean en este caso sobre todo en relación con qué debe entenderse por lo «obtenido» especialmente cuando no se haya reclame una cantidad económica, dineraria, lo que exigirá atender al caso concreto para poder concretar el importe que pueden recibir los profesionales.

En el bien entendido de que en este supuesto también resultará de aplicación la obligación de los profesionales de devolver las cantidades obtenidas con cargo al erario público, pues el artículo 36.5 de la LAJG establece como presupuesto para ello que se haya «obtenido el pago por los profesionales designados de oficio conforme a las reglas contempladas en los apartados anteriores», entre las que se encuentra por tanto la previsión del artículo 36.3 de la LAJG.

En los próximos capítulos se van a analizar y abordar con mayor detenimiento cada uno de estos supuestos básicos que se pueden dar en la siempre compleja relación entre justicia gratuita y costas.






	 (1) 

	Sobre esta cuestión puede verse en internet el artículo de Font de Mora Rullán, J., «¿De verdad es necesario reformar el vigente sistema de imposición de costas en el proceso civil?». En la web de Legal Today, 26 de julio de 2018 (Editorial Thomson Reuters).


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Sobre esta cuestión puede verse el «Informe sobre costas y justicia gratuita aprobado el 29 de junio de 2016 por el Consejo General de la Abogacía Española», en el que se llega a la siguiente conclusión: «que en aquellos procedimientos en los que la parte favorecida por la resolución judicial con expresa imposición de costas sea beneficiaria de la justicia gratuita, la legitimación para reclamar y percibir lo adeudado por la parte condenada en costas y, en consecuencia, para que el Juzgado expida los mandamientos de pago de las costas consignadas a su nombre, corresponde a los profesionales (Abogado y Procurador) intervinientes, no constituyendo las costas procesales, por lo tanto, un crédito a favor de la parte beneficiaria de las mismas dentro del ámbito de la justicia gratuita, al contrario de lo que acontecería en el supuesto de que el asunto carecería del beneficio de justicia gratuita, en cuyo caso el crédito sí que sería a favor de la parte beneficiada por las mismas».
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